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Panel integrado por su presidente, el Juez Rivera Colón, la Jueza 
Cortés González y el Juez Rodríguez Flores 

 
Rodríguez Flores, juez ponente. 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de diciembre de 2021. 

El 6 de octubre de 2021, la señora Minerva Ríos Morales 

(señora Ríos), instó el presente recurso de certiorari el 6 de octubre 

de 2021. Solicita que revoquemos la Sentencia emitida y notificada 

el 7 de septiembre de 2021, por el Tribunal de Primera Instancia 

(TPI), Sala Superior de Mayagüez. Mediante el referido dictamen, el 

TPI desestimó la demanda sobre impugnación de confiscación 

incoada por la peticionaria, por no haber emplazado al Secretario de 

Justicia dentro del término jurisdiccional de quince (15) días 

establecido en el Art. 15 de la Ley Uniforme de Confiscaciones de 

2011, Ley Núm. 119-2011, 34 LPRA sec. 1724l. 

El 1 de noviembre de 2021, compareció el Gobierno de Puerto 

Rico mediante Escrito en Cumplimiento de Orden. Aseveró que el 

incumplimiento del referido término jurisdiccional necesariamente 

conllevaba la desestimación de la demanda; por lo cual, procede 

confirmar la sentencia impugnada.  
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Acogemos el recurso como una apelación, por ser el vehículo 

procesal adecuado para revisar una sentencia desestimatoria final.1 

Así, evaluado el expediente de autos, y con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes, revocamos la Sentencia dictada por 

el tribunal apelado y devolvemos el asunto para la continuación de 

los procedimientos acorde con lo aquí dispuesto. 

I. 

 El 5 de julio de 2021, la Sra. Ríos instó una demanda sobre 

impugnación de confiscación ante el TPI. La Secretaría del TPI 

expidió los emplazamientos el 9 de julio de 2021, y éstos se 

diligenciaron el 2 de agosto de 2021. 

El 6 de agosto de 2021, el Gobierno de Puerto Rico presentó 

una Solicitud de Desestimación por Falta de Jurisdicción. Precisó que 

la Sra. Ríos no emplazó al Secretario de Justicia dentro del término 

jurisdiccional de quince (15) días siguientes a la fecha en que se 

presentó la demanda, según estatuido en el Art. 15 de la Ley 

Uniforme de Confiscaciones de 2011, Ley Núm. 119-2011, 34 LPRA 

sec. 1724l.  

La Sra. Ríos se opuso mediante una Moción Solicitando que se 

Declare No Ha Lugar la Solicitud de Desestimación por Falta de 

Jurisdicción. Adujo que, conforme lo resuelto en Pérez Quiles v. 

Santiago Cintrón, 2021 TSPR 22, 206 DPR ___ (2021), el término de 

quince (15) días para emplazar al Secretario de Justicia comenzó a 

transcurrir a partir de la fecha en que se expidieron los 

emplazamientos; o sea, el 9 de julio de 2021. A continuación, expuso 

que el 24 de julio de 2021, fecha en que se cumplía el referido 

término, era sábado; que el lunes, 26 de julio de 2021, y el martes 

27 de julio de 2021 fueron días feriados, pues se conmemoró el Día 

 
1 No obstante, para propósitos de economía procesal, el recurso conserva 

la identificación alfanumérica asignada por la Secretaría del Tribunal de 

Apelaciones. 
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de la Constitución de Puerto Rico y el Día de José Celso Barbosa, 

respectivamente. Además, señaló que la Rama Ejecutiva decretó un 

receso administrativo para los empleados públicos, del 28 al 30 de 

julio de 2021, por lo que el Departamento de Justicia no laboró en 

esos días. Por esa razón, la Sra. Ríos arguyó que el próximo día hábil 

para emplazar al Secretario de Justicia fue el lunes, 2 de agosto de 

2021, fecha en que diligenció el emplazamiento. 

Evaluados los escritos de las partes, el TPI emitió la Sentencia 

aquí impugnada. Concluyó que lo resuelto en Pérez Quiles, supra, a 

los efectos de que el término para emplazar comienza a partir de que 

la Secretaría del Tribunal expide los emplazamientos, no aplica al 

término jurisdiccional de quince (15) días establecido en la Ley Núm. 

119-2011, sino que solamente se refería a aquellos términos que son 

de cumplimiento estricto. Por tanto, ante el incumplimiento de la 

Sra. Ríos con el plazo estatuido para emplazar al Secretario de 

Justicia en una acción de impugnación de confiscación, ordenó la 

desestimación y archivo con perjuicio del caso.  

Inconforme con dicho dictamen, la Sra. Ríos presentó el 

recurso que nos ocupa, en el cual consignó el siguiente 

señalamiento de error: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, Sala 
Superior de Mayagüez, al acoger la Moción de Desestimación 
presentada por el Gobierno de Puerto Rico a través de los 

representantes del Departamento de Justicia, Secretaria de 
lo Civil, de la Oficina Regional de Mayagüez, al desestimar la 
Demanda de Impugnación por entender que el término para 
emplazar al Secretario de Justicia caducó y que por tratarse 
de un término de caducidad, el mismo no era prorrogable y 
no tomó en consideración que el próximo día hábil para 
emplazar al Secretario de Justicia era el día 2 de agosto de 
2021 ya que el propio Gobierno de Puerto Rico, mediante 
autorización del Hon. Gobernador de Puerto Rico, Pedro 
Pierluisi, cesó operaciones los días 26, 27, 28, 29 y 30 de 
julio de 2021 haciendo imposible que se notificara a la 
persona jurídica del Departamento de Justicia y/o al 
Secretario de Justicia dentro del término provisto por la Ley 
de Confiscaciones de Puerto Rico, las Reglas de 
Procedimiento Civil y la jurisprudencia aplicable ya que no 
tenían ningún representante autorizado para recibir 
emplazamientos en nombre del Secretario de Justicia hasta 
el 2 de agosto de 2021.  
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Por su parte, en el Escrito en Cumplimiento de Orden, el 

Gobierno de Puerto Rico razonó que la Sra. Ríos pudo haber 

emplazado al Secretario de Justicia dentro del término jurisdiccional 

de quince (15) días que provee el Art. 15 de la Ley Núm. 119-2011, 

ya que, a partir del 9 de julio de 2021, fecha en que se expidió el 

emplazamiento, restaban once días para que expirase el término 

jurisdiccional para emplazar.  

Por otro lado, aseveró que el Memorando Especial Núm. 28-

2021, emitido el 20 de julio de 2021 por la Oficina de Administración 

y Transformación de los Recursos Humanos del Gobierno de Puerto 

Rico, delegó a la autoridad nominadora de cada agencia la tarea de 

elaborar planes de trabajo para garantizar la continuidad de la 

prestación de los servicios durante el receso administrativo. El 

Gobierno de Puerto Rico afirmó que, en el caso del Departamento de 

Justicia, la Oficina del Secretario continuó sus labores durante los 

mencionados días, con personal disponible para recibir 

documentos. Anejó a su Escrito en Cumplimiento de Orden el 

Memorando Especial Núm. 28-2021, emitido el 20 de julio de 2021 

por la Oficina de Administración y Transformación de los Recursos 

Humanos del Gobierno de Puerto Rico2 y la Certificación suscrita el 

1 de noviembre de 2021 por el Sr. Christian Alexis Castro-Plaza, 

Secretario Auxiliar de Recursos Humanos del Departamento de 

Justicia, que acredita que durante el receso administrativo hubo 

funcionarios disponibles para el recibo de documentos dirigidos a la 

agencia.3  

 
2 El referido Memorando Especial Núm. 28-2021 dispone que los empleados 

podrán disfrutar los días 28, 29 y 30 de julio de 2021, con cargo a licencia de 
vacaciones. Añade que: 

A tales efectos, será responsabilidad de cada Autoridad 

Nominadora, en el descargo de sus funciones y facultades, 

determinar[á] qué departamentos continuarán operando en esos 

días, tomando en consideración que no se afecten los servicios 

esenciales y directos que se prestan a la ciudadanía, las citas de 
servicios ya programadas y, además, el beneficio que representaría 

el mismo en términos económicos, entre otros factores. 

    Apéndice del Escrito en Cumplimiento de Orden, págs. 1-2. 
3 Apéndice del Escrito en Cumplimiento de Orden, pág. 3. 
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La Sra. Ríos presentó un Alegato Suplementario y Solicitud de 

Orden el 9 de noviembre de 2021. Adujo que el documento de 

Certificación suscrito por el Sr. Christian Alexis Castro-Plaza no fue 

presentado para la consideración del TPI antes de emitir la 

Sentencia. Además, la Sra. Ríos acompañó copia de una declaración 

jurada suscrita el 4 de noviembre de 2021 por el Sr. Joil Souffront 

Cordero, emplazador que diligenció el emplazamiento del Secretario 

de Justicia. En ésta, el Sr. Souffront hizo constar, en lo pertinente, 

lo siguiente: 

4. Que me presenté al Departamento de Justicia el día 28 de 
julio de 2021 a hacer el emplazamiento y allí me encontré 
que las oficinas estaban cerradas y un alguacil me autorizó 
a subir al tercer piso y todo estaba cerrado. Dicho alguacil 
me informó que no iban a trabajar ni el 29 ni el 30 de julio 
de 2021. No había buzón disponible ni tampoco quien 
recibiera el emplazamiento. Ante esa situación firmé un 
registro para certificar que estuve allí. 
 
5. Que me presenté al Departamento de Justicia el próximo 
día laborable, 2 de agosto y finalmente hice el 
emplazamiento. 

 

Véase, Anejo del Alegato Suplementario y Solicitud de Orden. 

Esta declaración jurada tampoco fue presentada para la 

consideración del TPI para emitir su dictamen. La misma fue 

sometida a dicho foro con posterioridad a presentarse este recurso.  

Así pues, como remedio ante las alegaciones de las partes, la 

Sra. Ríos solicita a este Tribunal que ordene al Departamento de 

Justicia proveer copia certificada del registro de visitantes y de los 

videos de seguridad del área de recepción de sus instalaciones del 

día 28 de julio de 2021, en horario de 11:00 a.m. a 12:00 p.m.  

II. 

-A- 

La Ley Uniforme de Confiscaciones de 2011, Ley Núm. 119-

2011, 34 LPRA sec. 1724 et seq., prescribe las normas que rigen el 

procedimiento de toda confiscación en Puerto Rico. Además, 

establece un trámite expedito, justo y uniforme para ésta y la 

subsiguiente disposición de los bienes. Reliable Financial v. E.L.A., 
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197 DPR 289, 297 (2017). El Estado cuenta con un periodo de 

notificación limitado para poder validar su actuación. Igualmente, 

aquellos que interesan impugnar el proceso están obligados a actuar 

con premura al presentar su demanda y posteriormente emplazar al 

Estado en términos relativamente cortos. Id., pág. 298. 

Conforme al Art. 15 del estatuto, la acción para impugnar una 

confiscación debe iniciarse en los treinta (30) días siguientes al 

recibo de la notificación correspondiente, mediante una demanda 

contra el Estado y el funcionario que autorizó la ocupación. También 

se requiere emplazar al Secretario de Justicia en los quince (15) días 

siguientes a la fecha de la presentación de la demanda. Ambos 

términos son jurisdiccionales. 34 LPRA sec. 1724l. 

En Reliable Financial v. ELA, supra, el Tribunal Supremo 

discutió el alcance del Art. 15 de la Ley Núm. 119-2011. En 

concreto, expuso que la parte promovente de una acción de 

impugnación de confiscación no está exenta de cumplir con todos 

los términos y exigencias aplicables al trámite judicial, el cual 

incluye los requisitos provistos para adquirir jurisdicción sobre la 

persona demandada, en este caso, a través del emplazamiento al 

Secretario de Justicia. Resaltó que el trámite para impugnar una 

confiscación está sujeto a normas procesales rigurosas y plazos 

cortos que obligan a todas las partes concernientes. Id., pág. 310.  

De igual forma, reiteró la norma de que, a diferencia de un 

requisito de cumplimiento estricto, los términos jurisdiccionales son 

fatales, improrrogables e insubsanables. Por tanto, enfatizó que 

cuando nos enfrentamos al desempeño tardío de una exigencia de 

naturaleza jurisdiccional, el tribunal no tiene más opción que 

desestimar el recurso. Id., pág. 310.  

-B- 

El apéndice de los recursos ante el Tribunal de Apelaciones 

solamente debe contener copias de documentos que forman parte 
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del expediente original del Tribunal de Primera Instancia. Regla 74 

(B) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, 

R. 74(B). Esta norma tiene su génesis en sanos principios de 

deferencia, al buscar que los tribunales apelativos pasen juicio sobre 

aquello que ya tuvieron ante su consideración los foros recurridos. 

El propósito es, pues, que el tribunal recurrido tenga una 

oportunidad real de evaluar toda la prueba y que este Tribunal 

pueda revisar las determinaciones de dicho foro en igualdad de 

condiciones. In re Marini Román, 165 DPR 801, 811 (2005); P.N.P. v. 

Rodríguez Estrada, Pres. C.E.E., 123 DPR 1, 36 (1988); Belmonte v. 

Mercado Reverón, Admor., 95 DPR 257, 263–264 (1967).  

III. 

En el presente caso se cuestiona la sentencia que desestimó 

con perjuicio la demanda, tras el tribunal primario concluir que 

conforme al caso de Pérez Quiles, supra, el término de quince (15) 

días para diligenciar el emplazamiento por ser uno jurisdiccional no 

puede ser prorrogado. No consta, sin embargo, que el foro primario 

haya hecho un análisis sobre las causas que según la apelante 

produjeron que no pudiera diligenciar el emplazamiento hasta el 2 

de agosto de 2021, ni que considerara prueba testifical o documental 

sobre ello. Lo cierto es que este Tribunal se encuentra impedido de 

considerar en la etapa de revisión documento alguno que no forme 

parte del expediente ante el foro recurrido. Para resolver el asunto 

jurisdiccional planteado es necesario celebrar una vista donde las 

partes tengan la oportunidad de presentar prueba para dirimir la 

controversia respecto a si el emplazamiento del Secretario de 

Justicia se diligenció conforme a lo estatuido en la Ley Núm. 119-

2011.  

Por lo anterior, concluimos que dirimir la controversia en esta 

etapa apelativa, equivaldría a pronunciar un dictamen sobre un 

asunto con prueba que no fue considerada plenariamente por el TPI. 
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Se trata de un planteamiento que, aunque debidamente propuesto, 

no fue completamente evaluado por el foro apelado, por haberse 

presentado de manera incompleta. Valga señalar que nuestra 

decisión no prejuzga los méritos de la causa de acción.  

IV. 

Por los fundamentos antes expresados, se revoca la Sentencia 

emitida y notificada el 7 de septiembre de 2021, por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Mayagüez. En consecuencia, se 

devuelve el caso al mencionado foro para que celebre una vista 

evidenciaría en la que se presente prueba que permita evaluar 

debidamente el planteamiento jurisdiccional. 

 Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. La Jueza Cortés González concurre sin 

opinión escrita.  

 

 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


